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Governors and corruption 
in the Atlantic Coast.
Political clans, business 
politicians and paramilitarism

Governadores e corrupção 
na Costa do Atlântico.
Clãs políticos, políticos 
empresariais e paramilitarismo

Resumen

El artículo analiza la corrupción entre los 
gobernadores en la región Atlántica colombiana. 
Se trata de un reporte de investigación que 
indaga sobre los niveles de corrupción entre los 
gobernadores y los factores que inciden en esta. 
El argumento central es que esta región presenta 
altos niveles de corrupción (con excepciónde 
de Atlántico) en los que se articulan dos 
modalidades, la primera  modalidad expresa la 
conjunción de clanes o familias políticas, políticos 
de negocios y redes de contratistas, la segunda 
incluye, además, a los grupos criminales 
paramilitares como actores de apropiación 
de los recursos públicos y de distorsión de la 
competencia política democrática. Se resalta 
también que la acción de los entes de control 
es muy activa, pero se caracteriza por ser 
fundamentalmente sancionatoria y funciona 
como un control ex post, tardío y lento.

Palabras clave: Corrupción, políticos de 
negocios, paramilitarismo, Procuraduría, 
descentralización, Colombia Costa Atlántica 
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Abstract 

This article analyzes the corruption among the 

governors in the Colombian Atlantic region. This 

is a research report that explores corruption 

levels among the governors and the factors 

that affect it. The central argument is that this 

region shows high levels of corruption (except for 

Atlántico) in which two modalities are articulated, 

the !rst modality expresses a combination 

of clans and political families, business and 

political networks of contractors; the second one 

includes, in addition, paramilitary criminal groups 

as actors of public resources appropriation and 

distortion of democratic political competition. It 

highlights as well that the action of the control 

entities is very active, but it is fundamentally 

sanctionatory and works primarily as a late and 

slow ex post control.

Keywords: Corruption, business politicians, 

paramilitarism, decentralization, Attorney 

General’s Of!ce, Colombian Atlantic region.

Resumo

Este artigo analisa a corrupção entre os gover-

nadores da região atlântica colombiana. Este é 

um relatório de pesquisa que explora os níveis 

de corrupção entre os governadores e os fatores 

que o afetam. O argumento central é que esta 

região apresenta altos níveis de corrupção (exceto 

para Atlántico), no qual duas modalidades são 

articulados, a primeira modalidade expressa uma 

combinação de clãs e famílias políticas, empresa-

riais e redes políticas dos contratantes; o segundo 

inclui, além disso, grupos criminosos paramilitares 

como atores de apropriação de recursos públicos 

e distorção da concorrência política democrática. 

Ele destaca também que a ação dos órgãos de 

controle é muito ativa, mas é fundamentalmente 

sancionatória e funciona principalmente como um 

controlo a posteriori tarde e lento.

Palavras - chave: A corrupção, os políticos de 

negócios, paramilitarismo, a descentralização, a 

Procuradoria Geral da República, região atlântica 

colombiana

Introducción

E
n un texto de amplia divulgación, Bar-

dhan Pranab y Dilip Mookherjee (2005) 

se formulan la siguiente pregunta: 

¿puede la descentralización ser una reforma 

institucional útil para reducir la corrupción? 

Las respuestas a este interrogante son diver-

sas y oscilan entre dos extremos: algunos va-

loran de forma positiva los efectos de la des-

centralización en el control de la corrupción y 

otros consideran que la empeora. Una tercera 

posición asume que los efectos dependen 

de los contextos en donde está y que no se 

puede generalizar el efecto de los cambios 

institucionales pues estos son dísimiles y alta-

mente determinados por el contexto. Ambos 

importan, las instituciones y el contexto.

Con los procesos de democratización a 

través del redimensionamiento y  rediseño del 

Estado y la consiguiente descentralización, 

muchos estudios postularon que surgiría un 

círculo virtuoso que incluía la redistribución 

territorial del poder a través de la descentra-

lización !scal y administrativa, la autonomía 

política y la elección popular y directa  de los 

gobernantes. Se esperaba mayor e!ciencia 

del Estado optimizando recursos públicos a 

través de este mayor grado de autonomía. 

Como prevención, el proceso estaría acom-
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pañado del fortalecimiento de la regulación 

entre los poderes en los diferentes niveles te-

rritoriales del Estado y en las diversas esferas 

gubernamentales. Habría vigilancia, control y 

sanción a las autoridades y funcionarios que 

infringieran las normas y los procedimientos o 

violaran los principios rectores de la adminis-

tración pública. Para completar el círculo, se 

incluía la creación de espacios institucionali-

zados de rendición de cuentas,  la creación 

de mecanismos de denuncia, de control y de 

participación ciudadana, así como garantías 

para que los medios de comunicación ejercie-

ran libremente su labor de informar o develar 

situaciones y conductas de los funcionarios 

que no se ajustaran a la institucionalidad y a la 

legalidad (Fisman, y Gatti, 2002). 

Esta visión romántica o mecanicista de la 

descentralización ha sido ampliamente criti-

cada (Garay y Salcedo-Albarán, 2010). Se ha 

señalado que la descentralización en sí misma 

no genera mayor democracia ni e�ciencia en 

la gestión de los intereses colectivos (Smith, 

1985). De igual manera, se han mostrado los 

peligros derivados de la ausencia de controles 

efectivos y de una prensa libre y consolidada 

en los territorios, es decir, la debilidad de me-

dios de accountability (Prud´Homme, 1995). 

Asímismo, se ha argumentado que los siste-

mas descentralizados son más corruptibles 

porque el corruptor potencial sólo necesita 

in!uenciar a un segmento del gobierno y no 

al gobierno en su nivel nacional; porque en 

un sistema fragmentado hay menos agencias 

para hacer cumplir la ley y menos controles 

interinstitucionales, y porque los gobiernos 

locales son más susceptibles a la corrupción 

debido a que sus autoridades tienen pode-

res discrecionales y es más probable que los 

funcionarios públicos locales reciban más 

presiones por parte de los grupos de poder 

(Treisman, 2000). 

También se considera que la descentraliza-

ción administrativa puede determinar oportu-

nidades favorables a la corrupción por la mul-

tiplicidad de los centros de poder y de gestión 

del gasto público (Vanucci, 2003). Asimismo, 

se a�rma que los gobiernos locales pueden 

estar bajo el control de élites con intereses 

propios que utilizan el aparato del gobierno 

para provecho personal (Rose-Ackerman, 

2001). En todo caso, se considera que la des-

centralización en sí misma no es la solución 

a problemas de accountability: la descentrali-

zación se debe acompañar de fortalecimiento 

de instituciones para prevenir la captura del 

gobierno, campañas de información y un ac-

tivo papel de asociaciones cívicas (Pranab y  

Moorkherjee, 2005). 

En trabajos más recientes se ha enfatizado 

en la importancia de la existencia de redes cri-

minales como un factor relevante para analizar 

los problemas derivados de la descentraliza-

ción que conducen a procesos de captura del 

Estado y a fenómenos extendidos de corrup-

ción. En esta perspectiva se ubica el trabajo 

de Garay y Salcedo-Albarán (2010) para ellos 

hay muchos Estados frágiles que adoptan mo-

delos de descentralización que no se ajustan  

a sus características y realidades particulares, 

las cuales pueden incluir agentes criminales y 

organizaciones poderosas con gran capacidad 

de acción regional y local. 

Colombia es un caso típico, en el cual se 

implementó un proceso de descentralización 

durante el último cuarto de siglo sin conside-

rar: (a) las de�ciencias en la capacidad admi-

nistrativa de los entes territoriales municipales 

y departamentales; (b) la debilidad del Estado 

para proporcionar seguridad y  hacer cumplir 

la ley; (c) fragilidad de la democracia y débil 

capacidad organizativa de la sociedad civil, 

de los partidos y movimientos políticos en los 

niveles territoriales; (d)  presencia y actividad 

4 5 6 7 8 9 : ; < = > ? @ ; A B C D E F B C G G H > I @ J H K J H L @ H M N L



P
E
N

S
A

N
D

O
 R

E
G

IO
N

E
S

Gobernadores y corrupción en la costa atlántica. Clanes políticos, políticos de negocios y paramilitarismo    Javier Duque Daza

C
iu

d
a
d

 P
a
z
-
a
n
d

o
 B

o
g
o
tá

, 
J
u
lio

 -
 D

ic
ie

m
b

re
 d

e
 2

0
1
4
. 
V
o
l. 

7
, 
n
ú
m

. 
2
: 
p

á
g
s
. 
1
7
4
-2

0
0

177

de individuos y de poderosas organizaciones 

ilegales. De esta combinación de factores re-

sulta un proceso de captura parcial del Esta-

do por organizaciones criminales. 

Como suele ocurrir en ciencias sociales, 

nos encontramos frente a teorías en con!ic-

to. En casos como el colombiano, en lo que 

respecta a los departamentos, parece más 

razonable considerar los argumentos plan-

teados por el segundo conjunto de autores, 

especialmente enfatizando la diferencia que 

representa la presencia de redes y actores 

organizados ilegales que establecen diversas 

y complejas relaciones con los partidos y la 

clase política institucionalizada. Es también 

plausible considerar que  la descentralización 

puede tener efectos variados en diferentes 

contextos, de donde se puede concluir que la 

relación es especí#ca y depende de las con-

diciones particulares en que se implemente. 

Desde esta perspectiva, la corrupción en la 

gestión pública de entidades territoriales sub-

nacionales (como variable dependiente) pue-

de asociarse a tres variables centrales: la pre-

sencia de actores y de redes criminales que 

capturan al Estado, al menos parcialmente, 

con el propósito de extraer rentas y de apro-

piarse de los recursos públicos, o de redes de 

criminalidad vinculadas a particulares que se 

especializan en apropiarse de forma fraudeu-

lenta de los recursos públicos (A); la presen-

cia de políticos de negocios y de partidos o 

facciones políticas orientados por criterios de 

apropiación privada de los recursos públicos 

(estos últimos instrumentados y capturados 

para acceder al propio Estado) (B); y la ins-

titucionalidad, la efectividad de las relaciones 

interinstitucionales y de los controles, pesos y 

contrapesos entre esferas  gubernamentales, 

de su efectividad en la prevención y sanción 

de los actos de corrupción (C). 

En los casos que se analizarán están presentes 

A, B y C, aunque es pertinente mencionar que 

la acción de los entes de control y sanción se 

realiza fundamentalmente ex post, solo como 

reacción a ilícitos ya cometidos, por ello el alto  

numero de casos  sancionados y destituidos, 

pero los recursos públicos ya han sido apro-

piados o malversados. Los actos ilegales en el 

manejo de los recursos públicos se repiten por 

la presencia sosteniada de estas tres variables 

y no hay su#cientes mecanismos para desin-

centivarlos. Así mismo,  la institucionalidad y la 

justicia no operan como factores de disuasión 

ni actúan a través de la coacción para impedir 

que imperen A y B.

En esta dirección, el artículo está foca-

lizado  en los gobernantes territoriales y en 

la perspectiva de búsqueda de factores que 

inciden en los niveles de corrupción en los 

departamentos. Está organizado en tres par-

tes. La primera presenta un panorama de los 

gobernadores elegidos, los destituidos y san-

cionados. La segunda parte analiza la infor-

mación empírica agrupando los casos según 

modalidades de interacción de los actores 

que intervienen en los actos de corrupción. 

En la tercera parte se sintetiza y se plantean 

las conclusiones del análisis. Solo se incluyen 

los casos de destituidos y sancionados en se-

gunda instancia o en instancia única y de#niti-

va, por cuanto existen cientos de procesos en 

curso cuya decesión no es de#nitiva. 

El análisis se basa en dos fuentes centra-

les: los fallos de la Procuraduría General de la 

Nación y las sentencias de la Corte Suprema 

de Justicia, en unos pocos casos también las 

sanciones #scales por parte de la Contraloría 

General de la República. Los reportes de 

prensa se han utilizado solo de manera com-

plementaria, cuando se han veri#cado las de-

cisiones institucionales.

O P Q R S T U V W X Y Z [ V \ ] ^ _ ` a ] ^ b b c Y Y [ d c e d c f [ c g h f
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Las dimensiones de la corrupción

Un punto clave en este análisis es la delimi-

tación del concepto de corrupción, el cual 

puede ser de�nido de forma minimalista y li-

mitada, o de forma amplia y comprehensiva. 

Dentro de las de�niciones minimalistas  están 

aquellas que denominan la corrupción como 

“usar dinero público para atender objetivos 

privados por medios políticos que son crimi-

nales, o , al menos ilegales” (Heidenheimer, 

1989, p.11); o “el abuso de poder público 

para obtener bene�cio particular” (Senturia, 

1993), o “el uso indebido (o abuso) de una 

posición o�cial pública (de cargos y recur-

sos públicos) para �nes y ventajas privadas”  

(Johnston,1986, p. 460). 

En términos más amplios se hacen explí-

citos sus atributos y el concepto se precisa, 

así fue explicado por  politólogos italianos 

que retoman una importante tradición de 

estudios teóricos y empíricos.  Gianfranco 

Pasquino la de�ne como: “el fenómeno por 

medio del cual un funcionario público es 

impulsado a actuar de modo distinto a los 

estándares normativos del sistema para fa-

vorecer intereses particulares a cambio de 

una recompensa. Corrupto es, por lo tan-

to, el comportamiento desviado de aquel 

que ocupa un papel en la estructura estatal” 

(Pasquino, 1988, p. 439). Della Porta y Ve-

nucci proponen de�nir la corrupción como 

“aquellas acciones u omisiones que tienen 

que ver con el uso abusivo de los recursos 

públicos para bene�cio privado, a través de 

transacciones clandestinas que implican la 

violación de algún modo de comportamien-

to” (1997, p. 517), y Caciagli   considera que 

“hay corrupción si un titular de derechos y 

deberes públicos los aprovecha para ganar 

una posición de status, para una ventaja per-

sonal o para una ventaja �nanciera privada 

para sí mismo, para su familia, para grupos 

profesionales, para el partido” (2002, p. 54).

Los elementos centrales de estas de�ni-

ciones nos dan cuenta de los atributos fun-

damentales de la corrupción: (a) uso abusivo 

e indebido de recursos públicos; (b) es inde-

bido porque opera por fuera de la legalidad o 

eludiendo normas y principios explícitamente 

considerados en códigos, leyes, procedimien-

tos, estatutos; los funcionarios y gobernantes 

desacatan los límites legales y constituciona-

les de sus jurisdicciones y anteponen sus in-

terés privados  a los públicos; (c) se trata de 

uso indebido para bene�cio privado personal, 

de allegados, copartidarios, familiares; (d) no 

solo involucra bene�cios en dinero o mate-

riales, también pueden ser bienes o medios 

que proporcionan estatus, posiciones, presti-

gio, ascensos. Se trata de recursos públicos, 

aquellos que proceden de la propia sociedad 

(impuestos y contribuciones) y de la gestión 

o recursos del Estado, gestionados acorde 

con una legalidad y los intereses generales, 

no privados.

Acotada la de�nición de corrupción y sus 

elementos centrales –su connotación- se 

deriva la cuestión de lo que esta incluye, a 

lo que se puede aplicar –su denotación-. 

Aquí hay diversas propuestas, en cierto gra-

do comprehensivas o incluyentes. Francisco 

Laporta hace una propuesta razonable que 

se adopta en este análisis, él sugiere una cla-

si�cación que reúne las prácticas corruptas 

más comunes e incluye el soborno (como la 

aceptación de pagos para la prestación de 

un servicio, para acelerar un proceso, para 

evitar una sanción, para desviar o desvir-

tuar una decisión, para evitar una condena); 

la extorsión (presionar mediante métodos 

ilegales pagos desde posiciones públicas); 

los arreglos (aquellos acuerdos en el que el 

agente público y el ciudadano privado esta-

i j k l m n o p q r s t u p v w x y z { w x | | } s ~ u � } � � } � u } � � �
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blecen un pacto recíproco en perjuicio del 

público, de forma tal que una decisión o"cial 

favorece al privado a cambio de una recom-

pensa o merced para el agente público);  las 

alteraciones fraudulentas del mercado; las 

alteraciones fraudulentas de las elecciones; 

las malversaciones y fraudes; la apropiación 

directa o indirecta de los dineros o bienes  

públicos; la especulación "nanciera con fon-

dos públicos (donde se utilizan recursos pú-

blicos para invertir en el mercado "nanciero, 

aunque dichos recursos no se vean dismi-

nuidos); la  parcialidad en la aplicación de 

normas, administración o cualquier tipo de 

decisión deliberada; la colusión privada en 

concursos o convocatorias públicas, donde 

diferentes participantes acuerdan niveles mí-

nimos de subasta o se eluden licitaciones; y 

el uso de información privilegiada para tomar 

decisiones económicas o sociales privadas 

(Laporta, 1997). 

Esta orientación básica del concep-

to permite determinar las acciones de los 

gobernadores que se consideran actos de 

corrupción y están relacionadas con las 

conductas que las autoridades y los entes 

de control asumen en Colombia como inde-

bidas e ilegales. En Colombia, la función de 

control, vigilancia y sanción (accountability 

interinstitucional) se ejerce a través de dos 

instituciones, la Procuraduría General de la 

Nación, órgano de control autónomo que se 

encarga de investigar, sancionar, intervenir 

y prevenir las irregularidades cometidas por 

los gobernantes, los funcionarios públicos, 

los particulares que ejercen funciones públi-

cas y las agencias del Estado. La Constitu-

ción le atribuye la potestad de desvincular 

del cargo al funcionario público que infrinja 

de manera mani"esta la Constitución o la 

ley; derive de forma indebida provecho pa-

trimonial en el ejercicio de su cargo o de sus 

funciones2. Puede destituir a funcionarios 

electos, alcaldes, gobernadores, conceja-

les, diputados y congresistas3. 

Por su parte, la Contraloría General de la 

República tiene a su cargo la vigilancia de la 

gestión "scal y el control de resultados de la 

administración. El control "scal se ejerce de   

manera posterior y selectiva, a diferencia de lo 

que ocurría antes de 1991 cuando esta insti-

tución ejercía el control previo y ello generaba 

inmovilidad y congestión pues muchas auto-

ridades y entidades se abstenían de tomar 

decisiones sin aval del auditor. Como actúa 

ex post, cuando se ha consumado la irregu-

laridad o la corrupción, se ha implementado 

el mecanismo de los controles de advertencia

En el caso de los gobernadores ambas 

instituciones han sido muy activas, funda-

mentalmente en su labor de sanción, más 

que en la prevención de la corrupción y, pese 

a los múltiples procesos, normas vigentes y 

controles formalmente establecidos, en esta 

región hay numerosos casos de corrupción 

entre los gobernadores: se han elegido y de-

signados como gobernadores encargados a 

57 mandatarios entre 1992 y 2014, de estos 

20 han sido destituidos (el 35.0%) y 15 han 

sido sancionados con suspensión y/o multas 

(el 26.3%). En conjunto, el 61% de los gober-

nadores se han visto involucrados en casos 

de corrupción, es decir, seis de cada 10 go-

bernadores han sido destituidos o sanciona-

dos (ver tabla 1).

2 Las sanciones son: destitución e inhabilidad general, para las 

faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima; suspen-

sión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las faltas 

graves dolosas o gravísimas culposas; suspensión, para las faltas 

graves culposas; multa, para las faltas leves dolosas; amonestación 

escrita, para las faltas leves culposas (Ley 734 de 2002).

3 Esta facultad ha generado un fuerte debate en el país, véase 

al respecto: el artículo de Espinosa (2013) titulado, ¿puede el pro-

curados destituir a Petro? También veáse Gómez (2013); Cuervo 

(2013).. 
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Tabla 1. Gobernadores destituidos y sancionados de los departamentos de la Costa Atlántica

Departamentos
Número de 

gobernadores*
Gobernadores
destituidos**

Gobernadores 
sancionados***

Atlántico 8 0 1

Bolívar 8 2 5

César 8 4 2

Córdoba 10 4 1

La Guajira 8 4 2

Magdalena 8 3 3

Sucre 7 3 1

Total 57 20 15

* Se han realizado siete elecciones de gobernadores, algunos departamentos tienen un número mayor porque las destituciones, o la falta 

absoluta por muerte del gobernador han obligado a realizar elecciones atípicas. Se incluye a los gobernadores encargados que estuvieron 

más de tres meses en el cargo.

** Se incluyen las destituciones en "rme, en fallos de segunda instancia. Se incluyen también los casos de destituciones generadas por para-

política y también los que fueron condenados por la Corte Suprema de Justicia por acciones cuando eran gobernadores.

*** Se incluyen sólo las sanciones en "rme, en fallos de segunda instancia.

Fuente: elaboración del autor con base en base de datos de la Procuraduría General de la Nación; Contraloría General de la Nación y senten-

cias de la Corte Suprema de Justicia.

En general, con excepción del departamento 

de Atlántico, la región Caribe tiene altos nive-

les de corrupción entre los gobernadores, y las 

sanciones a estos frecuentemente involucran 

a otros altos funcionarios, secretarios de des-

pacho o directores de hospitales, de departa-

mentos o centros. Como se describirá en el 

siguiente apartado, la gran mayoría de sancio-

nes y destituciones derivan de problemas en 

la contratación, de irregularidades y manejo 

ilegal de convenios, licitaciones, contratos in-

teradministrativos, y contratación de personal. 

En general, la gestión pública se maneja con-

traviniendo las normas y la acción de los entes 

de control –la Procuraduría General de la Na-

ción y la Contraloría General de la República- 

tiende a ser ex post, cuando ya han sucedido 

los hechos y los recursos públicos han sido 

apropiados por intereses privados, desviados 

o malversados. El alto número de gobernado-

res incursos en actos de corrupción denota 

una activa labor institucional de sanción, pero 

también expresa la debilidad en la prevención 

de la corrupción.

Hay tres aspectos adicionales relevantes 

de estos casos de corrupción. Por una parte, 

que está asociada a la presencia de actores 

ilegales, especí"camente, nexos con grupos 

paramilitares, y/o a redes de criminalidad con-

formadas por los contratistas en complicidad 

con los gobernadores y altos funcionarios; por 

otra, que la corrupción no es exclusiva de los 

partidos con mayor implantación y dominio 

en los departamentos (Liberal y Conservador), 

también hay casos de gobernadores destituidos 

y sancionados elegidos a nombre y con el aval 

de los nuevos partidos (Cambio Radical, Partido 

Verde, Partido Social de Unidad Nacional). 
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La izquierda no aparece en los registros debi-

do a que nunca ha ganado una gobernación 

en ninguno de los siete departamentos y no 

hay forma de comparar el comportamiento de 

sus gobernantes con los demás. En tercer lu-

gar, hay una relación inversamente proporcio-

nal entre predominio partidista y frecuencia de 

los casos de corrupción: mientras menor es 

la competencia política, mayor es la corrup-

ción; es decir, el predominio de un partido o 

su hegemonía en gobiernos sucesivos genera 

condiciones más propicias para la corrupción 

pues se tienden a amparar y a proteger los 

integrantes de partidos o de coaliciones de 

facciones y partidos. 

Como se observa en la tabla 2, los departa-

mentos con menos rotación partidista de sus 

gobernantes tienden a ser los que presentan 

mayor número de gobernadores destituidos 

o sancionados4. La rotación o alternancia no 

4 La proporción de gobernadores sancionados o destituidos se 
obtiene de la sumatoria de los casos de destituciones  y las sancio-
nes, dividido sobre el total de gobernadores, esto es:    P= D+S/N, 
en donde D= gobernadores destituidos; S= gobernadores sancio-
nados, N= total de gobernadores.  El grado de rotación se obtiene 
dividiendo el número de veces que cambió el partido ganador sobre 
el total de cambios de gobierno, es decir: R=C/CG, en donde C= 

es un antídoto contra la corrupción, pero sí 

se asocia a menor frecuencia de gobernado-

res que incurren en actos ilegales. Se supone 

que si el sucesor es del mismo partido o de 

la misma facción o coalición partidista, habrá 

más posibilidades de encubrimiento, y a la 

inversa, con la alternancia los nuevos gober-

nadores tienden a ser más vigilantes a la hora 

de evaluar la labor de su antecesor por que se 

pueden obtener réditos políticos si se denun-

cia  la corrupción y los malos manejos de los 

contradictores y quien ejerce el poder puede 

cuidarse más de cometer irregularidades si 

asume que puede sucederle en el cargo un 

rival político. La política regional funciona con 

base en redes y círculos de familias, allega-

dos y clientela, y estos procuran  mantenerse 

vigentes y seguir obteniendo los bene#cios 

que brinda el ejercicio del poder político, por 

lo cual resulta más bene#cioso encubrir que 

denunciar a sus propios socios políticos, que 

en algunos casos son también familiares.

número de veces que hay alternancia o cambio de partido y CG=el 
número de cambios de gobierno.

Tabla 2. Gobernadores, proporción de sanciones y destituciones y grado de rotación 

Partidista en la Costa Atlántica

Departamentos
Número de 

gobernadores
Proporción de gobernadores 

destituidos/sancionados
Grado de rotación 

partidista

Atlántico 8 0.12 0.85

Bolívar 8 0.87 0.62

César 8 0.75 0.33

Córdoba 10 0.50 0.14

La Guajira 8 0.75 0.42

Magdalena 8 0.75 0.28

Sucre 7 0.57 0.33

Fuente: elaboración del autor con base en base de datos de la Procuraduría General de la Nación; Contraloría General de la Nación y senten-
cias de la Corte Suprema de Justicia.
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plica que se debe obtener riqueza de forma 

ampliada, constante y frecuente. Como bien 

lo sintetiza Della Porta, “los políticos de nego-

cios no tienen la preparación ni la formación 

ideológica  que les permita cumplir con tareas  

requeridas por la administración pública ni 

tampoco una identidad colectiva  formadas 

por medio de una comunidad de intereses. 

Consideran a la política como un medio para 

incrementar sus propios recursos económi-

cos” (1997, p. 27).

Por otra parte, estos clanes y los políticos 

de negocios se insertan en las estructuras 

locales de poder y cuando estas incluyen 

actores armados ilegales, organizaciones 

criminales, también establecen vínculos con 

ellas a partir de relaciones de mutuo bene"-

cio. Así ocurrió desde "nales de la década de 

1990 hasta mediados de la década de 2000, 

cuando en todos los departamentos secto-

res de la dirigencia política se establecieron 

vínculos con los grupos paramilitares y algu-

nos gobernadores elegidos en las elecciones 

de 2000 y 2003. Accedieron al cargo con el 

apoyo de estos grupos ilegales y goberna-

ron tomando decisiones que les retribuían el 

apoyo a través de contratos, nombramientos 

en altos cargos e inversiones en sus zonas 

de in#uencia. Para los clanes y la dirigencia 

política –incluidos sus socios ilegales- los 

partidos y las facciones partidistas son un 

instrumento, un medio para acceder a los 

cargos y para hacer efectivos sus propósitos 

de manejo y de apropiación de los recursos 

públicos. La política como negocio no guar-

da lealtades ni tiene un sentido de identidad 

colectiva, por ello cuando sea necesario se 

cambia de partido, o se crea una nueva fac-

ción o un nuevo partido. 

Estas dos modalidades de interacción en-

tre actores políticos condujeron a múltiples 

actos de manejo indebido e ilegal de los re-

En el siguiente apartado se describen todos 

los casos de corrupción entre los gobernado-

res en cada departamento y se diferencian las 

dos vías de este manejo y apropiación indebi-

da de los recursos públicos. 

Clanes, patrimonialismo, 

paramilitarismo y corrupción

En los departamentos de la región Atlántica 

se presentan dos modalidades de interacción 

entre actores políticos y sociales orientadas a 

la apropiación ilegal de los recursos públicos 

y a la gestión pública para bene"cio privado, 

individual y de grupos. Por una parte, los cla-

nes políticos que durante décadas han mane-

jado con criterio patrimonial la política local se 

han apropiado de los recursos públicos, han 

manejado la contratación del departamento 

favoreciendo a sus socios políticos y a sus 

allegados, se han distribuido los cargos pú-

blicos y han asumido la gestión pública como 

si se tratara de un asunto privado5. Han ac-

tuado como políticos de negocios, como di-

rigentes políticos que fundan su acción solo 

en incentivos selectivos, en la búsqueda de 

riqueza, estatus, prestigio, ascenso, mayores 

ingresos, posicionamiento personal y familiar. 

Esta orientación del quehacer político es con-

sustancial a la apropiación indebida e ilegal de 

los recursos públicos, a la corrupción política 

y administrativa. La política se asume como 

un negocio, como otro cualquiera, y esto im-

5 Se utiliza el concepto para designar a los integrantes de fami-

lias que tienen lazos de consanguinidad, mantienen lazos de leal-

tad, de pertenencia, que tienen un ancestro común en virtud del 

cual mantienen identidad en torno a uno o varios apellidos. Estos 

detentan y manejan los resortes del poder político y un alto grado 

de in#uencia, de posicionamiento de sus integrantes y ejercen con 

frecuencia prácticas de nepotismo y manejo de privilegios en el ac-

ceso a bienes y servicios, a cargos en el Estado a través de sus 

nexos con otras esferas del poder. Concentran poder e in#uencia 

política y social y se ubican dentro de los sectores más poderosos 

de la economía. El apellido que identi"ca a los integrantes de estos 

clanes se asocia a posiciones de poder e in#uencia. Se asimilan a 

lo que suele denominarse bando-linaje en la política local y regional 

(Monsalvo, 1989).
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cursos públicos y de los procesos y procedi-

mientos en que se basa la administración pú-

blica. Como ya se planteó en la introducción, 

la descentralización –en este caso a nivel de-

partamental- ocurrió en el país en múltiples y 

variados contextos regionales y en esta región 

la elección de los gobernadores desde 1992, 

la transferencia de recursos y la asunción de 

nuevas responsabilidades administrativas y 

de gestión de los departamentos se desa-

rrolló en un contexto en el que la política era 

manejada por familias políticas poderosas cu-

yos modos de obrar político se sustentan en 

prácticas clientelares y patrimoniales y esta-

blecieron vínculos con las organizaciones ar-

madas ilegales orientadas a la acción contra-

insurgente, pero también involucradas en el 

narcotrá#co, al despojo de tierras y la captura 

de rentas públicas.

En este apartado se describen estas dos 

modalidades en los departamentos de la re-

gión y se da cuenta de los actos de corrup-

ción sobre los cuales hay evidencias deriva-

das de los fallos de la Procuraduría General 

de la Nación –PGN- y de las sentencias de 

la Corte Suprema de Justicia –CSJ-. Es pro-

bable que el fenómeno sea de mayores di-

mensiones si se tiene en cuenta que la acción 

de control y de sanción no siempre cubre to-

das las acciones ilegales e indebidas, ya sea 

porque los involucrados se cuiden de man-

tenerlas secretas, porque haya amenazas y 

coacción para que no sean denunciadas, o 

porque las autoridades –como ha sucedido 

con la Procuraduría- no actue con criterios 

universales emitiendo decisiones que son 

cuestionadas. Aun con estas limitaciones son 

numerosos los casos de corrupción en que 

están involucrados los gobernadores, aunque 

el departamento de Atlántico se diferencia de 

los demás departamentos al ser el único en 

el que ningún gobernador ha sido destituido.

En Atlántico la política en las tres últimas dé-

cadas ha gravitado en gran parte sobre fami-

lias políticas, las principales han sido los Name 

(Liberal, que desde el 2006 se pasa al Partido 

Social de Unidad nacional, encabezada por el 

exsenador durante varias décadas José Name 

Terán, jubilado como senador en el 2002 y su 

hijo José David Name Cardozo, senador des-

de el 2006), los Char Abdala (Liberal, que se 

pasó a Cambio Radical desde el 2006, dirigida 

por el empresario y senador Fuad Char Abda-

la, quien se inició en la política en la facción 

del cacique Name Terán y cuyos hijos están 

vinculados a la política, David, senador, Ale-

jandro Char, gobernador y alcalde Barranquilla 

y Arturo, senador ), y los Ashton (del Partido 

Liberal, liderada por el congresista Álvaro Ash-

ton e incluye a su hijo David Ashton Cabrera); 

en el Partido Conservador, la familia Gerlein 

(dirigida por los hermanos Roberto Gerlein y 

Jorge Gerlein, ambos han sido congresistas 

y el primero el senador más antiguo del país) 

y Cepeda (en cabeza de Efraín José cepeda, 

senador desde 1998, durante cinco periodos 

(Caycedo, 2008) (Monroy, 2007). Otros diri-

gentes se han mantenido a través de vínculos 

con los nuevos partidos, como Eduardo Al-

fonso Crissien -heredero político de Eduardo  

Crissien- del Partido Social de Unidad Nacio-

nal, representante a la Cámara desde  el 2002 

y hay algunos nuevos liderazgos y familias en 

ascenso vinculados a facciones (como la fa-

milia de Jorge Andrés y José Antonio Segebre 

Berardinelli), nuevos partidos y/o a clanes que 

mantienen poder e in%uencia.

Aunque constituye un caso típico de po-

lítica local en la que las familias políticas, re-

des y estructuras clientelares ejercen una 

gran in%uencia6, en este departamento ningún 

6 No hay espacio para desarrollar este punto. Algunos reportes 
pueden verse en “Corrupción y politiquería…”. (2009),  “Los super-
poderosos…”, 2014.
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Tabla 3. Gobernadores, partidos y sanciones de las que han sido objeto

Gobernador Periodo Partido Situación

Atlántico

Gustavo Bell Lemus
Nelson Polo Hernández
Rodolfo espinosa Meola
Ventura Díaz

Alejandro Char

Carlos Rodado Noriega

Eduardo Ignacio Verano de la Rosa

José Antonio Sagebre

1992-1994

1995-1997

1998-2000

2001-2003

2003

2004-2007

2008-2011

2012-2015

Liberal

Conservador

Conservador-coalición

“Seriedad por Colombia”

Cambio Radical

Conservador

Liberal

Liberal

Sin sanciones

Sin sanciones

Sancionado

Sin sanciones

Sin sanciones

Sin sanciones

Sin sanciones

Sin sanciones

Bolívar

Carlos Mendivil Ciodaro 1992-1994 Liberal Suspendido

Miguel Navas Meissen 1995-1997 Conservador Suspendido

Miguel Raad Hernández 1998-2000 Conservador Suspendido

Luis Daniel Vargas 2001-2003 Liberal Destituido

Libardo Simancas Tórres 2004-2007 Liberal Condenado por la CSJ**

Joaco Hernando Berrío 2008-2010 Liberal Destituido

Alberto Bernal
2010-2012
Social de Unidad Nacional

Sin sanciones

Juan Carlos Gossaín 2012-2015 Liberal Sin sanciones

Cesar

Lucas Segundo Gnecco 1992-1994 Liberal Sancionado

Mauricio Pimiento Barrera 1995-1997 LIBERAL CONDENADO  CSJ

Lucas Segundo Gnecco 1998-2000 Liberal Condenado por la CSJ

Rafael Antonio Bolaño 2001-2003 Liberal Destituido
Hernando Molina Araujo 2004-2006 Liberal Condenado CSJ
*Rodrigo Canossa Guerrero          2007 Liberal Destituido
Cristian Moreno Panesso 2008-2011 Verde Opción Centro Sancionado

Luís Alberto Monsalvo Gnecco 2012-2015 Social de Unidad Nacional Sin sanciones

Córdoba

Jorge Manzur Jattin

*Javier Jimenez

1992-1993

          1994

Liberal

Liberal

Destituido

Sin sanciones

Carlos Miguel Buelvas 1995-1997 Liberal Sin sanciones

Ángel Villadiego Hernández 1998-2000 Liberal Sancionado
Jesús María López Gómez 2001-2003 Liberal Destituido

Libardo José López Cabrales 2004-2006 Liberal Sancionado

Jaime Torralvo Suárez

(reintegrado)

*Ariel Isaías Arteaga

2006

2007

2007

Liberal

Liberal

Condenado por la CSJ

Condenado CSJ

María del Socorro Sáenz Correa 2008-2011 Liberal Sin sanciones

Alejandro José Lyons Muskus 2012-2015 Social de Unidad Nacional Sin sanciones

La Guajira

Jorge Eliécer Ballesteros 1992-1994 Liberal Sin sanciones

Jorge Eduardo Pérez Bernier 1995-1997 Liberal Sancionado 

Álvaro Cuello Blanchar 1998-2000 Liberal Destituido
Hernando Deluque Freile 2001-2003 Liberal Destituido
José Luís González Crespo 2004-2007 Liberal Destituido

Jorge Eduardo Pérez Bernier 2008-2011 “El pueblo decide” Sancionado

Juan Francisco Gómez Cerchar 2012-2013 Cambio Radical Destituido

José María Ballesteros Valdivieso 2014-2015 Opción Ciudadana Sin sanciones

Magdalena

Miguel Pinedo Vidal 1992-1994 Liberal Condenado por la CSJ

Jorge Luís Caballero 1995-1995 Liberal Condenado por la CSJ

Juan Carlos Vives Menotti 1998-2000 Liberal Sancionado 

José Domingo Dávila Armenta 2001-2003 Liberal Condenado

Trino Luca Correa

*Francisco José Infante

2004-2006

2007

Liberal

Liberal

Condenado

Sancionado

Omar Ricardo Díazgranados 2008-2011 Social de Unidad Nacional Destituido

Luís Miguel Cotes 2012-2015 Coalición Suspendido

Sucre

Edgar Martínez Romero 1992-1994 Liberal Sin sanciones

Héctor Alejandro Pérez 1995-1997 Liberal Sin sanciones

Erik Julio Morris 1998-2000 Liberal Condenado por la CSJ

Salvador Arana 2001-2003 Liberal Condenado por la CSJ

Jorge Eliécer Anaya 2004-2007 Mov. Nacional Progresista Condenado por la CSJ

Jorge Carlos Barraza 2008-2011 Social de Unidad Nacional Sin sanciones

Julio Cesar Guerra Tulena 2012-2015 Liberal Sancionado

*Gobernadores encargados           **CSJ: Corte Suprema de Justicia
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gobernador ha sido destituido y solo uno fue 

sancionado: es el departamento de la región 

con menos casos de corrupción entre los 

gobernadores. El gobernador sancionado 

fue Roberto Espinosa Meola, elegido para el 

periodo 1998-2000 por una coalición de fac-

ciones liberales y conservadoras (había sido 

Secretario de Gobierno en la administración  

anterior de Nelson Polo Hernández). Fue san-

cionado porque recurrió de forma ilegal a la !-

gura de urgencia mani!esta sin que existieran 

las condiciones requeridas para decretarla y 

se amparó en esta para adelantar contratos 

millonarios sin licitaciones para realizar obras 

de reparación de vías. La Procuraduría de-

mostró que se había amparado en esta !gura 

para contratar una obra que previamente ha-

bía sido acordada con el contratista, con lo 

cual se violó el principio de transparencia y de 

objetividad en la selección (Ley 80 de 1993). 

Es un caso de un convenio interadministrativo 

utilizado por muchos gobernadores para elu-

dir las licitaciones, para fraccionar contratos y 

para subcontratar seleccionado libremente a 

las empresas, a empresarios y contratistas7. 

En los otros siete gobiernos no hubo san-

ciones ni destituciones, aunque en el periodo 

2001-2003 hubo dos gobernadores y una de-

claratoria de nulidad de la elección por fraude 

electoral, que se considera una forma de co-

rrupción de los resultados y de fraude. En las 

elecciones del 2000, los candidatos fuertes 

eran respaldados por caciques electorales: 

el comunicador Ventura Díaz, que se presen-

tó por el “Movimiento Cívico Seriedad”, fue 

respaldado por el cacique José Name Terán 

y el senador y empresario Fuad Char apoyó 

la candidatura de su hijo Alejandro Char. La 

diferencia de votos fue mínima (1645) y am-

bos candidatos se acusaron de manipulación 

7 Procuraduría Delegada para la Contratación Especial, radica-
ción No 021-63486-2001, (2004, 1 de junio).

y fraude. Se declaró ganador a Ventura Díaz, 

quien gobernó dos años pues la impugna-

ción de los resultados por el otro candida-

to fue resuelta a su favor por el Consejo de 

Estado que anuló la elección pues determinó 

irregularidades en algunas mesas, encontró 

suplantación de electores y jurados de vota-

ción y habían votado personas excluidas pre-

viamente del censo electoral. Finalmente, en 

abril de 2003, fue declarado ganador Alejan-

dro Char, gracias a la anulación de 239 me-

sas en las que se comprobó irregularidades. 

La ventaja !nal fue de 2600 votos (“Alejandro 

Char nuevo…”, 2003). El periodo de gobier-

no era tres años, pero solo ejerció durante 

ocho meses. Se puso en evidencia no solo la 

manipulación de las elecciones sino también 

la disfuncionalidad y lentitud de las autorida-

des electorales del país.

En este departamento la política se mueve 

entre grandes caciques, familias políticas po-

derosas económicamente y redes de cliente-

la, pero la gobernación ha tenido un alto per-

!l, han sido gobernadores políticos regionales 

con proyección nacional con reconocimiento 

dentro de sus partidos y que han ocupado al-

tos cargos dentro del Estado, como Gustavo 

Bell Lemus (un académico que fue vicepresi-

dente del gobierno de Andrés Pastrana 1998-

2002); Carlos Rodado Noriega (presidente 

de Ecopetrol, Ministro de Minas y Energía, 

2010-2011) y Eduardo Verano de la Rosa (ex 

constituyente en 1990-1991, Ministro de Me-

dio Ambiente en el periodo 1997-1998 y se-

cretario general del Partido Liberal). El último 

gobernador es un político y empresario emer-

gente de la familia Sagebre. Los gobernado-

res no se han visto involucrados en escánda-

los de corrupción, tampoco hay evidencias de 

vínculos con grupos ilegales.

En los otros seis departamentos la corrup-

ción, las sanciones y destituciones han sido 
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más numerosas y frecuentes. El departamen-

to del Cesar ha tenido ocho gobernadores en 

este periodo, de los cuales dos fueron desti-

tuidos y dos sancionados por casos de co-

rrupción que incluían a grupos de contratis-

tas, redes clientelares y socios políticos de los 

gobernadores. Los frecuentes casos de co-

rrupción son la expresión del predominio de 

los políticos de negocios que se apropian de 

forma indebida e ilegal de los recursos públi-

cos y que pertenecen o están vinculados a los 

clanes políticos que han manejado la política 

en el departamento desde su creación: en el 

Partido Conservador las familias Cuello, Dan-

gond, Pupo, Murgas y Campo; en el Partido 

Liberal, las familias Araujo Noguera, Castro, 

Gnecco. Todos los gobernadores han sido 

integrantes de estos clanes o han llegado al 

cargo en virtud de la inserción en los círculos 

de apoyos y de poder regional que giran en 

torno a ellos. 

El primer gobernador del departamento 

fue Lucas Segundo Gnecco, 1992-1994, ree-

legido de nuevo para el periodo 1998-2000, e 

integrante de uno de los clanes políticos más 

poderosos del departamento con anteceden-

tes de familiares vinculados a la economía 

subterránea (“El poder de los…”, 2013) (“Co-

rrupción y politiquería…”, 2014). Fue suspen-

dido en su primer gobierno por nombrar a un 

alcalde, violando la normatividad vigente que 

ordena seleccionarlo de una lista que envía 

el mismo partido, y en su segundo manda-

to fue destituido e inhabilitado por cinco años 

por parte de la Procuraduría y condenado a 

diez años de prisión por la Corte Suprema 

de Justicia en el 2009 por el delito de con-

trato sin cumplimiento de requisitos legales 

y por fraccionamiento de contratos; también 

fue condenado por sus vínculos con grupos 

paramilitares. Después de la primera sanción 

logró que se suspendiera temporalmente me-

diante una acción de tutela, con lo cual pudo 

posesionarse como nuevo gobernador y lue-

go, al quedar en $rme la sanción, ya no ocu-

paba el cargo (de primer gobernador) pues 

habían pasado los dos años de inhabilidad y 

la sanción se redujo a tres meses de salario, 

la ley fue burlada por un hábil político (“Tutela 

anula…”, 1997). Posteriormente, en su se-

gundo mandato, fue de nuevo sancionado 

por la Procuraduría en 1998 con tres meses 

de suspensión por irregularidades cometi-

das en su primera administración, al haber 

tomado decisiones sin contar con el quorum 

necesario  en la Junta  directiva del Instituto 

departamental de Tránsito (rebajas a los usua-

rios morosos por diversas faltas acumuladas) 

(“Sancionado gobernador…”, 1998). 

Luego  vinieron otras suspensiones, desti-

tuciones y condenas. Primero fue condenado 

a 42 meses de prisión en el 2000 por la Cor-

te Suprema por el delito de constreñimiento 

al elector cuando ejercía la gobernación en 

1994 y su hermano era candidato a las elec-

ciones de ese año para sucederlo en el poder. 

Varios empleados públicos lo denunciaron 

por haberlos presionado a través de algunos 

subalternos para que votaran a favor de su 

hermano José Eduardo Gnecco Cerchar, y 

por haberlos declarado insubsistentes por no 

haber votado ni hecho campaña a favor de 

su hermano (“Gobernador pagará…”, 2000) 

(“Fallo contra Gnecco…”, 2000). El fallo de la 

Procuraduría se demoró seis años, si la jus-

ticia hubiese sido más e$ciente no hubiera 

podido ser nuevamente gobernador. Pagó 

su condena en una guarnición militar por su 

avanzada edad. Justicia tardía y %exible.

En 2009 fue condenado dos veces por la 

Corte Suprema de Justicia. La primera por 

la celebración indebida y fraccionamiento 

de contratos (un solo contrato dividido en 

13 partes), por no hacer la debida licitación 
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y por seleccionar una empresa a la cual le 

asignó 17 contratos valiéndose de terceras 

personas que no contaban con la capaci-

dad técnica y administrativa para adelantar 

la ejecución de las obras8. Se estableció que 

existían vínculos entre el gobernador y los 

contratistas, con los cuales suscribió varios 

contratos con idéntico objeto en un mismo 

día o fechas cercanas. Nuevamente fue con-

denado por la CSJ en noviembre de 2009 a 

24 años y 9 meses de prisión por los delitos 

de prevaricato por acción, contrato sin cum-

plimiento de requisitos legales y peculado 

por apropiación a favor de terceros. 

En la segunda sentencia se determina que 

había un entramado de corrupción que esta-

ba encabezado por el gobernador, su socio 

político, el exgobernador encargado y luego 

senador Ricardo Chajín Florían, y otros políti-

cos locales que serían candidatos a la alcaldía 

de Valledupar y a la gobernación, todos inte-

grantes de la facción del Partido Liberal deno-

minada “El Golpe”. Con este caso se ilustra 

el entronque entre clientelismo y corrupción 

y el papel de un integrante de un clan para 

favorecer a sus familiares, allegados y socios 

políticos con recursos públicos, apropiados 

de forma privada. Un político de negocios in-

tegrante de un clan que se asocia con contra-

tistas para desfalcar al departamento.

Dentro de esta misma modalidad de in-

teracción de actores para apropiarse de los 

recursos públicos se incluye a Rafael Antonio 

Bolaño. Este mandatario fue suspendido por 

fraccionamiento de contratos y por manejo in-

debido de los recursos para favorecer la can-

didatura de un familiar al Congreso. Fue ele-

gido como candidato del Partido Liberal para 

el periodo 2001-2003 y ganó las elecciones  

 

8 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación penal, Proceso 

No 25650, (2009, 16 de septiembre).

con el apoyo del clan político de los Gnec-

co (es casado con una hija de Cielo Gnecco 

de Monsalvo) y de la familia Araujo, que había 

creado el Movimiento Alternativa Social de 

Avanzada –Alas-, como una facción desagre-

gada del Partido Liberal, un partido de bolsi-

llo que luego se asociaría con el movimiento 

Equipo Colombia dirigido por Luís Alfredo Ra-

mos, de Antioquia. 

Durante su gestión actuó a favor de sus 

allegados y socios políticos y fue sancionado 

por corrupción y destituido por manipulación 

y favorecimiento indebido a la campaña de 

su cuñado Luís Alberto Monsalvo, candida-

to a la Cámara en el 2002. Es un caso de 

corrupción en el que se involucra un clan 

político que tiene intereses múltiples en los 

escenarios del poder del departamento, otro 

clan que apoyó su candidatura, los contratis-

tas que $nanciaron su campaña y que obtie-

nen contraprestaciones con recursos públi-

cos. En junio de 2003 fue sancionado por la 

Procuraduría con suspensión de 90 días por 

irregularidades relacionadas con el fracciona-

miento de contratos y por despilfarro, pues 

suscribió un contrato por una cifra millonaria 

para la producción, difusión y promoción de 

los programas de inversión social adelanta-

dos por su administración, desconociendo 

las normas de austeridad del gasto público9. 

Después vendrían otras investigaciones por 

irregularidades en la contratación y la destitu-

ción al $nal de su mandato. Otro miembro del 

clan en apuros legales.

Los dos siguientes gobernadores también 

tuvieron problemas legales por manejos ilega-

les derivados de vínculos con redes de con-

tratistas. Rodrigo Canossa Guerrero fue de-

signado gobernador encargado en reemplazo 

9 Ministerio del Interior y de Justicia, Decreto No. 2011. Nom-

bramiento de gobernador encargado del departamento del Cesar. 

(2003, 22 de julio).
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del destituido gobernador Hernando Molina y 

estuvo seis meses en la gobernación, tiem-

po su�ciente para hacerse merecedor de 

una sanción y para ser destituido por corrup-

ción. En diciembre de 2007, antes de �nalizar 

su periodo de encargo fue destituido por la 

Procuraduría por el contrato ilegal con una 

ONG creada como una empresa para contra-

tar con el sector público en múltiples áreas y 

campos, casi sin límites. Estuvo pocos meses 

en el cargo y realizó una maratón de contra-

tos: fueron �rmados 63 contratos por más de 

34 mil millones, más de la mitad del dinero fue 

comprometido cuando ya había sido noti�ca-

do de la sanción que lo suspendía (“Cesar : 

un billón…”, 2012). Con este caso se ilustra 

el tipo de contratación adoptado por alcaldes 

y gobernadores a través de empresas que se 

autodenominan sin ánimo de lucro y se pres-

tan para todo tipo de acciones contractuales 

irregulares, que van desde la ausencia de lici-

taciones hasta la triangulación mediante sub-

contratación. 

Por su parte, Cristian Moreno Paneso, 

gobernador entre 2008-2011 por el Parti-

do Verde Opción Centro, y quien derrotó en 

las elecciones al candidato apoyado por los 

partidos y clanes poderosos del departamen-

to (Jaime Murgas Arzuaga), ha sido objeto 

de múltiples investigaciones por parte de la 

Procuraduría, aunque sólo fue sancionado en 

una ocasión en agosto de 2013 con suspen-

sión de seis meses, convertidos en salario por 

cuanto ya no ocupaba el cargo. Inicialmente, 

la Procuraduría lo destituyó e inhabilitó por 10 

años para ocupar cargos públicos por el uso 

indebido de excedentes de liquidez del Siste-

ma General de Participaciones que estaban 

destinados a cubrir las deudas por concepto 

de ascenso en el escalafón del periodo 2004 

a 2008, y que usó para gastos distintos del 

mismo sector y por no pagar a los docentes 

la boni�cación zona de difícil acceso10. Un 

nuevo dirigente, de un nuevo partido también 

sancionado, aunque por una falta menor y la 

sanción fue reducida a suspensión.

La segunda modalidad de apropiación de 

recursos públicos de captura de las rentas en 

el Cesar incluye la interacción entre políticos 

de negocios, facciones partidistas y grupos 

paramilitares. En este departamento los gru-

pos paramilitares que se empezaron a conso-

lidar a mediados de la década de 1990 bajo 

la conducción de Rodrigo Tovar Puppo, alias 

“Jorge 40”, se aliaron con un sector de la di-

rigencia política en un concierto para obtener 

mutuos bene�cios: los dirigentes políticos lo-

graron acceso y posicionamiento en los car-

gos de elección popular y el fortalecimiento 

de sus facciones políticas con las cuales se 

proyectaron en la política regional y nacional, 

y los grupos paramilitares lograron recursos, 

apoyo político y respaldo en sus acciones 

contrainsurgentes cruzadas con intereses 

económicos (Arias, 2008) (Observatorio del 

Programa Presidencial de Derechos Huma-

nos, 2007). El resultado fue la captura parcial 

del Estado y la canalización de recursos para 

�nanciar a la organización criminal y a los po-

líticos involucrados.

Se incluye en esta trama delincuencial a 

Mauricio Pimiento, gobernador en el periodo 

1995-1997, elegido por una alianza liberal-

conservadora cuando el departamento esta-

ba en medio del con!icto derivado de la pre-

sencia de guerrillas y del surgimiento de gru-

pos paramilitares. La Corte Suprema lo con-

denó a siete años de prisión por los delitos 

de concierto para delinquir y constreñimiento 

al elector. Consideró que en las elecciones al 

10 Procuraduría General de la Nación, Sala Disciplinaria, radicada 
No 161-5387 (IUS2011-301071 IUC-D-2011-792431832, (2013, 
29 de agosto); Procuraduría General de la Nación, Boletín No 363 
(2012, 17 de abril).

y z { | } ~ � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � � �



P
E
N

S
A

N
D

O
 R

E
G

IO
N

E
S

Gobernadores y corrupción en la costa atlántica. Clanes políticos, políticos de negocios y paramilitarismo    Javier Duque Daza

C
iu

d
a
d

 P
a
z
-
a
n
d

o
 B

o
g
o
tá

, 
J
u
lio

 -
 D

ic
ie

m
b

re
 d

e
 2

0
1
4
. 
V
o
l. 

7
, 
n
ú
m

. 
2
: 
p

á
g
s
. 
1
7
4
-2

0
0

189

Senado del 2002 y 2006 hubo alianzas con 

criminales, intimidación sobre la población, 

la eliminación de eventuales opositores, la 

no admisión de candidaturas distintas a las 

acordadas por el grupo paramilitar y la impo-

sibilidad del libre ejercicio de actividades pro-

selitistas11. El pacto, el constreñimiento a los 

electores, las amenazas y acciones violentas 

contra los candidatos competidores con"gu-

raron un fraude electoral, una distorsión de 

la competencia y de los resultados que ex-

presan una forma de corrupción. Además, el 

resultado de este apoyo de las organizacio-

nes criminales era un apoyo condicionado a 

retribuciones, apoyar la consolidación de un 

aparato de poder y de un grupo ilegal a cam-

bio de su respaldo en las elecciones.

También fue condenado por estos víncu-

los con grupos paramilitares el exgobernador 

Hernando Molina Araujo, elegido para el pe-

riodo 2004-2007, y quien fue objeto de dos 

sanciones por parte de la Procuraduría12. Se 

trata de un miembro de uno de los clanes po-

líticos del departamento (hijo de la exministra 

Consuelo Araujo Noguera, hijastro del enton-

ces procurador, Edgardo Maya Villazón, sobri-

no del excongresista y exministro Álvaro Arau-

jo Noguera y primo del senador Álvaro Araujo 

Castro) que fue identi"cado como integrante 

del grupo paramilitar comandado por “Jorge 

40” y su elección como gobernador se dio en 

el mismo acuerdo que rigió para las eleccio-

nes de 2002, en el cual estuvo involucrada 

una parte de la dirigencia del departamento, 

además, hizo parte del entramado a través 

del cual los paramilitares capturaron las rentas 

del departamento. Fue elegido como candi-

dato único con muy baja participación y alta 

11 Véase: Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Penal, 
única instancia 26.470 Mauricio Pimiento barrera, (2008, 16 de 
mayo), p.2.
12 Veáse: Corte Suprema de Justicia, Sala de casación penal, 
única instancia 32.712, Hernando Molina Araujo, mayo 5 de 2010.

votación en blanco, un gobernador paramilitar 

en un departamento en el que la corrupción 

era casi generalizada. En este departamento 

solo un gobernador no ha sido sancionado o 

destituido, también integrante de uno de los 

clanes (Luís Alberto Monsalvo Gnecco, el ac-

tual gobernador).

El departamento de Magdalena es otro 

departamento con una alta recurrencia de 

corrupción de parte de sus gobernadores. El 

Partido Liberal fue ampliamente predominan-

te hasta el último lustro en que surgieron otros 

partidos producto de escisiones en su interior 

y re&ejo de la política a nivel nacional, como 

Cambio Radical y el Partido Social de Uni-

dad Nacional. Estos partidos y la política en 

el departamento han sido manejados en gran 

medida por clanes políticos a los cuales han 

pertenecido o han estado relacionados los 

gobernadores, las familias políticas dominan-

tes como los Vives (luego Vives Lacouture); 

Díazgranados; Pinedo Vidal; Dávila Armenta, 

Luna y Caballero. Los actores centrales de la 

corrupción en el departamento han sido estos 

clanes, cuyos integrantes operan como políti-

cos de negocios con prácticas de nepotismo, 

de clientelismo y de apropiación privada de 

los recursos públicos.

La dirigencia política y los gobernadores se 

han visto involucrados en frecuentes casos de 

corrupción. Tres gobernadores han sido san-

cionados por irregularidades en la contrata-

ción. Juan Carlos Vives Menotti, elegido para el 

periodo 1998-2000 por el Partido Liberal, fue 

sancionado en el 2005 por irregularidades de-

tectadas en la construcción de un puente, no 

se hicieron los estudios previos ni el diseño de 

la construcción de las obras ni las pruebas de 

carga y análisis del material que diera estabili-

dad a las obras contratadas. Por la imprevisión 

se generaron sobrecostos y "nalmente la obra 

no bene"ció a nadie, se derrumbó el relleno 

� � � � � � � � � � � �   � ¡ ¢ £ ¤ ¥ ¦ ¢ £ § § ¨ © ª   « ¨ ¬ « ¨ ­   ¨ ® ¯ ­



P
E
N

S
A

N
D

O
 R

E
G

IO
N

E
S

C
iu

d
a
d

 P
a
z
-
a
n
d

o
 B

o
g
o
tá

, 
J
u
lio

 -
 D

ic
ie

m
b

re
 d

e
 2

0
1
4
. 
V
o
l. 

7
, 
n
ú
m

. 
2
: 
p

á
g
s
. 
1
7
4
-2

0
0

190

y dejó sin utilidad el puente13.  El gobernador 

tuvo otras sanciones en otros altos cargos del 

Estado. En septiembre de 2007, el gobierno 

de Panamá estaba investigando sus cuentas 

en ese país que podrían estar relacionadas 

con el delito de lavado de activos (dado que su 

hermano Patricio Vives había sido condenado 

en Estados Unidos en el 2001 por el delito de 

narcotrá�co -había realizado transacciones por 

más de un millón de dólares-). La justicia de un 

país extranjero investigaba a quien había ad-

ministrado bienes del narcotrá�co, teniendo un 

familiar condenado por este delito (“Pánama 

investiga…”, 2007) (una muestra de las con-

diciones de los funcionarios nombrados por el 

expresidente Álvaro Uribe Vélez). 

También Omar Ricardo Díaz Granados, ele-

gido para el periodo 2008-2011, fue sanciona-

do. A comienzos del 2011 se divulgó la noticia 

según la cual había contra el gobernador 32 

investigaciones, 21 en la Procuraduría y 11 en 

la Fiscalía General de la Nación, la mayoría era 

por irregularidades en contratos, manejo de 

regalías y supuesto incumplimiento de sus de-

beres como mandatario seccional (“Goberna-

dor del Magdalena…”, 2011). Este último año 

de su gobierno fue de sanciones y, �nalmente, 

de la separación del cargo a los pocos días 

de �nalizar el 2011, en noviembre de 2010 

había sido suspendido de manera inde�nida 

por el gobierno nacional por solicitud de la 

Contraloría General  que lo estaba investigan-

do por presuntas irregularidades en un contra-

to de compra de dotación para estudiantes14. 

El tercer gobernador sancionado fue Luís 

Miguel Cotes Habeych, elegido para el pe-

riodo 2012-2014. En este caso, en las elec-

ciones y en la gestión se replica la historia 

13 Veáse Procuraduría General de la Nación, Boletín No 079, 
(2005, 16 de marzo). 
14 Para conocer el autode�nitotorio completo ver: Procuraduría 
General de la Nación, Boletín No 014(2012, 13 de enero )

de dos décadas de gobernadores elegidos 

mediante alianzas que son sancionados y/o 

destituidos por manejos ilegales de los re-

cursos públicos. Se trata de un nuevo polí-

tico (nació en 1987) de una familia con una 

alta posición económica y amplios vínculos 

políticos, que fue elegido a los 20 años de 

edad diputado departamental por el Partido 

Liberal, y su familia apoyó �nancieramente 

algunos de los políticos más cuestionados 

del departamento al tiempo que fue bene�-

ciara de grandes contratos con el municipio 

de Santa Marta durante un gobierno cuyo 

alcalde también fue condenado por vínculos 

con grupos paramilitares, quien,además era 

su pariente. La gestión de este gobernador 

ha sido cuestionada en varias ocasiones por 

el gobierno central y las autoridades de con-

trol y fue sancionado por la Procuraduría a 

mediados del 2014 por contratar una obra 

sin cumplimiento de requisitos legales y sin 

ajustarse a las previsiones y a los llamados 

de advertencia desde el gobierno central. Un 

nuevo gobernador integrante de un clan polí-

tico  sancionado por el Ministerio Público.

Otros cuatro gobernadores del Magdale-

na fueron destituidos y/o condenados por la 

justicia, pero en estos casos por sus vínculos 

con grupos criminales narco-paramilitares: 

Miguel Pinedo Vidal, primer gobernador por 

elección popular (1992-1992); Jorge Luís 

Caballero (1995-1997); José Domingo Dávi-

la Armenta (2001-2003) y Trino Luna Correa 

(2004-2007). Los cuatro hacen parte de fa-

milias o clanes políticos, de los cuales otros 

miembros también ocuparon cargos de elec-

ción popular y que mantuvieron, y en algunos 

casos aún mantienen, una alta in!uencia en el 

poder político del departamento.

En la sentencia de la CSJ sobre Miguel Pi-

nedo se da cuenta de la forma como se for-

talecieron los grupos paramilitares en el de-
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partamento y una de las zonas de in!uencia 

quedó bajo la dirección de Hernán Giraldo 

Sena, alias “El viejo”. Estos grupos realizaban 

acciones armadas contra sectores sociales 

marginados y delincuentes denominadas de 

“limpieza social”, combatían a las guerrillas, y 

protegían y cobraban por su apoyo a los nar-

cotra"cantes. Desde comienzos de la década 

de 1990 su reducto fue la Sierra Nevada de 

Santa Marta, desde donde ejercía in!uencia 

social y política en el departamento15.

La CSJ señala cuatro componentes cen-

trales de la relación entre los dirigentes po-

líticos de este departamento y los grupos 

paramilitares: (a) el Bloque Norte de las 

Autodefensas Unidas de Colombia desarro-

lló un proyecto de paulatino apoderamiento 

del Estado desde lo local hasta lo nacional, 

apropiándose primero de las administracio-

nes municipales y departamentales y, al tiem-

po que consolidaba ese poder, pretendiendo 

incidir en la composición del Congreso de la 

República; (b) pretendían llenar el vacío de Es-

tado, las funciones que este no cumplía ante 

el avance de las guerrillas y el predominio de 

la delincuencia; (c) este grupo estableció una 

estructura mediante la cual ubicaba a sus in-

tegrantes y aliados en posiciones clave de la 

administración del Estado, lo cual implicaba 

que quien se asociaba a ellos se incorporaba 

y promovía esta organización criminal, d) ade-

más del reparto de zonas y de “distritos elec-

torales” se acordó manipular las elecciones, 

suplantar electores a través de los jurados, 

reemplazar tarjetones marcados por candida-

tos diferentes a los del pacto (Corte Suprema 

de Justicia, 2007).

El Magdalena ha sido gobernado por una 

dirigencia que ha capturado las rentas públi-

cas en asocio con organizaciones criminales, 

15 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso  
No 27.199, Proceso Miguel Pinedo Vidal. (2012, 1 de febrero).

unas civiles –de contratistas y delincuentes- y 

otras armadas –paramilitares-. Estas últimas 

no solo se apropiaron de una parte de las ren-

tas públicas, también produjeron asesinatos 

y masacres, expropiaron y se apropiaron de 

tierras, produjeron desplazamiento, distorsio-

naron los resultados de las elecciones y afec-

taron la competencia política y la democracia 

local. Un departamento que ha sido gober-

nado en gran medida por clanes corruptos y 

aliados de criminales.

También en Córdoba se traslapan las dos 

modalidades de estructuración de actores 

de corrupción. Algunos gobernadores tuvie-

ron vínculos con grupos paramilitares y otros 

fueron sancionados por casos de corrupción. 

Los clanes políticos con más poder en el de-

partamento y que han manejado los escaños 

en el Congreso, las alcaldías y la gobernación 

han sido los López (López Cabrales), los Jat-

tin, los Nader Elías, los Amín y de la Espriella, 

en el Partido Liberal; y en el Partido Conserva-

dor, los Manzur y, en menor medida, los Bur-

gos. De los 11 gobernadores que ha tenido el 

departamento, ocho elegidos y tres designa-

dos como encargados, dos resultaron vincu-

lados con grupos paramilitares y otros cinco 

fueron sancionados por casos de corrupción.

El primer gobernador fue Jorge Manzur 

Jattin, elegido por el Partido Liberal con apoyo 

de una coalición para el periodo 1992-1994; 

fue destituido por la Procuraduría por rregu-

laridades en una adjudicación para la venta 

de apuestas permanentes por la que recibió 

una comisión y fue condenado por el delito 

de concusión16. Después, el gobernador Án-

gel Villadiego Hernández del Partido Liberal, 

elegido para el periodo 1998-2000, también 

fue suspendido en varias ocasiones por la 

Procuraduría por celebración de contratos 

16 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Revisión 
24.268. (2006, 30 de noviembre). 
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sin cubrir requisitos legales. También fue des-

tituido y en el fallo se hizo un sorprendente 

inventario de las acciones ilegales del gober-

nador: contratación sin el cumplimiento de 

requisitos legales; contratación de asesores 

sin funciones; realizar contratos de prestación 

de servicios sin disponibilidad  presupuestal; 

contratación sin pólizas de garantías; contra-

tación de nuevo personal mediante ordenes 

de prestación de servicios y sin necesidad; 

comprometer recurso de la entidad al cele-

brar contratos de arrendamientos de vehícu-

los que no eran necesarios; omitir la licitación 

para contratar el suministro de combustible a 

los vehículos; incumplir el deber de selección 

objetiva; comprometer los recursos de la en-

tidad en gastos suntuarios millonarios; omitir 

el deber de vigilar la correcta ejecución del 

objeto contratado y de proteger los derechos 

de la entidad; realizar la contratación de obras 

sin licitación violando los principios de trans-

parencia y de selección objetiva; pagar con-

tratos cuyas obras no se realizaron; contratar 

con sobre costos. El gobernador fue destitui-

do e inhabilitado por cinco años para ocupar 

cargos públicos17. 

Lo que sucedió con el siguiente gobierno 

permite ilustrar la forma como se decide quien 

gobierna en este departamento y el juego de 

intereses. Para intentar romper la hegemo-

nía del clan de los López, que había elegido 

a los dos gobernadores anteriores (ambos 

sancionados), se conformó una alianza elec-

toral para enfrentar al senador Juan Manuel 

López Cabrales que apoyaba la candidatu-

ra de su hermano, Libardo José López. La 

alianza estratégica unió a los congresistas Ju-

lio Manzur Abdala, del Partido Conservador, 

y a los exliberales Zulema Jattin, Reginaldo 

17 Procuraduría General de la Nación, dependencia Primera de-

legada para la Contratación estatal, Radicación # 154-28130/99. 

(2003, 1 de abril).

Montes, Eleonora Pineda y Miguel Alfonso De 

la Espriella, los tres últimos procesados por 

parapolítica por haber !rmado el “Pacto de 

Ralito”18. 

Esta alianza buscó el apoyo de los para-

militares, lo que hizo que la familia López se 

acercara también a Salvatore Mancuso para 

renegociar el asunto a cambio de otorgarle 

una cuota burocrática, apoyara con recursos 

del departamento algunas obras en zonas de 

in$uencia paramilitar y canalizara dineros para 

fortalecer su organización. Finalmente, en una 

competencia político-paramilitar, el clan Ló-

pez se impuso, aunque después sería desti-

tuido por el Consejo de Estado pues estaba 

inhabilitado para ser elegido. La elección del 

gobernador fue anulada por la sección quinta 

del Consejo de Estado en agosto del 2005, al 

considerar que había contratado con el Esta-

do un año antes de posesionarse. (“Orfandan 

política en…”, 2009) (“La Parapolitica en…”, 

2008)

Después de su destitución se realizaron 

elecciones el 9 de abril de 2006 y las ganó 

Jaime Torralvo Suárez, de la misma facción 

partidista del clan de los López, pero el 22 

de junio del mismo año fue restituido Libar-

do López al ganar una acción de tutela ante 

la Corte Constitucional que consideró que el 

Consejo de Estado se había extralimitado al 

cali!car como entidad del sector público a la 

Cooperativa que dirigía el gobernador antes 

de su elección. Ahora fue el nuevo gober-

nador electo Jaime Torralvo quien demandó 

ante la Corte Constitucional invocando que le 

fueran reconocidos sus derechos de elegir y 

18 El “Pacto de Ralito” fue un acuero ilegal !rmado entre jefes 

paramilitares y dirigencia política local en el 2001 con el propósito 

de impulsar un proyecto político a nivel regional y de alcance na-

cional para manejar los municipios, los departamentos e in$uir en 

las deciciones en el Congreso. Su existencia se reveló en el 2007 y 

tuvo grandes repercusiones en el denominado proceso de la “para-

política” que condujo a decenas de congresistas y políticos regio-

nales a prisión. Véase (“La historia detrás de…”, 2003)

æ ç è é ê ë ì í î ï ð ñ ò í ó ô õ ö ÷ ø ô õ ù ù ú û ò ü ý þ ÿ ý þ � ü þ � � �



P
E
N

S
A

N
D

O
 R

E
G

IO
N

E
S

Gobernadores y corrupción en la costa atlántica. Clanes políticos, políticos de negocios y paramilitarismo    Javier Duque Daza

C
iu

d
a
d

 P
a
z
-
a
n
d

o
 B

o
g
o
tá

, 
J
u
lio

 -
 D

ic
ie

m
b

re
 d

e
 2

0
1
4
. 
V
o
l. 

7
, 
n
ú
m

. 
2
: 
p

á
g
s
. 
1
7
4
-2

0
0

193

ser elegido, por lo cual fue reconocido como 

gobernador legítimo el 22 de marzo de 2007 y 

gobernó hasta diciembre del mismo año.

El departamento tuvo dos gobernadores 

alternándose y ambos incurrieron en irregula-

ridades. Libardo José López porque aspiró a 

un cargo aunque sabía de su inhabilidad y  fue 

cuestionado por haber nombrado como se-

cretario de salud a Manuel Troncoso Álvarez, 

cuñado del jefe paramilitar Salvatore Mancu-

so, posteriormente Troncoso se entregó a la 

Fiscalía el 16 de marzo de 2009 y fue con-

denado en el 2011 a seis años de prisión por 

contratar sin cumplimiento de requisitos lega-

les (“¿Cómo paso Zulema…?”, 2009) (“Carcel 

a Manuel…”, 2011). En cuanto al gobernador 

Jaime Torralvo, fue condenado en 2011 por 

la Corte Suprema de Justicia a nueve años 

y seis meses de prisión por el delito de pe-

culado por apropiación  y también fue con-

denado el gobernador encargado que fue su 

secretario de gobierno, Ariel Isaías Arteaga. 

Las condenas se derivan de unos polémicos 

convenios interadministrativos celebrados en 

2007 con el municipio Ciénaga de Oro para 

co$nanciar ocho obras civiles, según los re-

sultados de la investigación adelantada por la 

Fiscalía, las obras contratadas fueron entre-

gadas de manera irregular19. En diciembre de 

2012, Arteaga nuevamente fue condenado 

por la Corte Suprema de Justicia que lo ha-

lló culpable de los delitos de celebración de 

contratos sin el cumplimiento de requisitos 

legales, peculado por apropiación y falsedad 

ideológica en documento público20.

En cuanto a Jesús María López Gómez, 

gobernador entre 2004-2007, patriarca del 

clan político de los López, fue uno de los $r-

19 Fiscalía General de la Nación, “Exgobernadores de Córdoba 

condenados por peculado”, Boletín (2011, 15 de diciembre).

20 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, única ins-

tancia 42,133, (2013, 18 de diciembre). 

mantes del “Pacto de Ralito” en julio de 2001, 

y condenado en el 2012 por sus vínculos con 

los grupos paramilitares y por poner al servi-

cio de esta organización criminal la adminis-

tración del departamento y los recursos pú-

blicos. Antes de esta condena ya había sido 

condenado por la misma alta Corte, destitui-

do por la Procuraduría y sancionado en otro 

caso adicional. Como tenía más de 80 años 

de edad cuando se conocieron las decisiones 

judiciales y falleció a los pocos meses de la 

última condena, nunca fue a prisión. Murió en 

la impunidad.

Tres de los 11 gobernadores de Córdo-

ba no han sido destituidos ni sancionados, 

pero en un departamento en el que la política 

se fundamenta en prácticas de clientelismo, 

alianzas pragmáticas basadas en el reparto 

de cuotas de burocracia, en la intermediación 

en la contratación y en el nepotismo, los go-

bernadores siempre son centro de polémicas 

y sobre ellos recaen recelos, investigaciones 

y acusaciones de parte de la oposición, en 

muchos casos infundadas. Como el ritmo y 

la efectividad de los entes de control y de la 

justicia en el país son muy lentos, las sancio-

nes o exoneraciones, cuando es del caso, 

siempre son tardías. En estos tres casos hay 

investigaciones en proceso o aun no resueltas 

y que pueden tener implicaciones legales en 

el futuro cercano.

De igual manera, en las tres últimas déca-

das, en la Guajira la política ha sido manejada 

por pocas familias, algunas de las cuales es-

tán vinculadas a negocios del crimen organi-

zado desde la década de 1970, como la fami-

lia Gnecco Cerchar, un clan que se expandió 

por tres departamentos y en sus orígenes se 

asocia al contrabando y a la economía subte-

rránea (“Ma$a y política una…”, 2013). Otras 

familias llevan varias décadas en la política, 

y también cuentan con antecedentes en la 
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economía subterránea21, como la familia Ba-

llesteros, de la cual fue el primer gobernador, 

Jorge Eliécer Ballesteros Bernier, 1992-1992,  

quien fue senador en los periodos 2006-2010 

y 2010-2014 por el  Partido Social de Unidad 

Nacional y su hijo fue elegido gobernador en 

el 2014 por el nuevo partido Opción Ciudada-

na (“Las sombras de Kiko…”, 2014). El prime-

ro y el último gobernador de la misma familia. 

Asimismo, han hecho parte de las estructuras 

políticas de poder la familia Pérez Bernier, em-

parentada con los Ballesteros Bernier, y la fa-

milia Deluque (de la cual ha sido un integrante 

gobernador, Hernando Deluque Freile y su 

hijo Alfredo Rafael Deluque Zuleta represen-

tante a la Cámara en los periodos 2010-2014 

y 2014-2018). El acceso a la gobernación ha 

dependido de la pertenencia a las familias 

políticas o a ser cercano a ellas, las cuales 

deciden en sus alianzas y enfrentamientos los 

resultados de las elecciones.

En medio de esta política basada en cla-

nes, la corrupción entre los gobernadores es 

muy frecuente: de los ocho gobernadores ele-

gidos por voto popular, cuatro han sido desti-

tuidos y dos sancionados con suspensión por 

actos de corrupción. Solo dos gobernadores 

no han sido sancionados, el primero, Jorge 

Eliécer Ballesteros, 1992-1994, y el último, su 

hijo José María Ballesteros, elegido en 2014. 

El segundo gobernador, Jorge Pérez Bernier –

primo del primer gobernador y su socio políti-

co durante varios lustros-, elegido por Partido 

Liberal para el periodo 1995-1997, fue san-

cionado con suspensión de tres meses al ser 

considerado responsable por la Procuraduría 

21 El senador Ballesteros se asocia con integrantes de grupos 

ma!osos de la Guajira. Samuel Santander Lopesierra era un empre-

sario de la economía subterránea, del comercio y del contrabando 
en la Guajira que en 1994 fue elegido senador por el Partido Liberal, 
apodado el “Hombre Marlboro”, fue extraditado a Estados Unidos 
y condenado a 25 años de prisión en el 2007 por narcotrá!co, es 
familiar del también ex senador Jorge Ballesteros Bernier (“¿Quién 
es Samuel…?”,  2002) (“El hombre Marlboro”, 1994).

en un juicio !scal de detrimento patrimonial. 

Los tres siguientes gobernadores fueron tam-

bién del partido Liberal y fueron destituidos 

por irregularidades en la celebración de con-

tratos: Álvaro Cuello Blanchar, 1998-2000, y 

Hernando Deluque Freile, 2001-2003, fue-

ron destituidos por la Procuraduría por irre-

gularidades en la celebración y ejecución de 

contratos: contrataron a un abogado para 

que reclamara a nombre del departamento el 

valor de unas obras adelantadas por Electro 

Guajira, lo cual representó una suma astronó-

mica en honorarios (más de 1100 millones de 

pesos) y se contrató, sin estudios previos y 

sin ofertas diferentes, a la vez que la póliza de 

cumplimiento para el contratista tuvo un valor 

inferior al 4 % del contrato22. 

Cuello Blanchar había sido sancionado 

con tres meses de suspensión por fracciona-

miento de contratos y elusión de licitación en 

la contratación23.  También José Luís Gonzá-

lez Crespo, 2004-2007, fue destituido como 

autor responsable de los delitos de celebra-

ción de contratos sin cumplimiento de requi-

sitos legales y por peculado por apropiación 

en favor de terceros. Fue condenado por la 

Corte Suprema por violar los principios de se-

lección objetiva y transparencia en un conve-

nio interadministrativo con el cual eludían las 

licitaciones, subcontrataban y fraccionaban 

contratos e irregularidades en diez contratos 

más (había sido sancionado anteriormente 

con suspensión de dos meses por no vigilar 

la ejecución de obras a través de un  convenio 

interadministrativo con uno de los municipios 

del departamento)24. El sexto gobernador, 

Jorge Eduardo Pérez Bernier, 2008-2011, ya 

22 Procuraduría General de la Nación, Boletín No 139, (2005, 9 de 
mayo).
23 Procuraduría General de la Nación, radicación No 161-02276 
(165-76717/02), (2005, 7 de abril).
24 Procuraduría General de la Nación, U.I 10635-3, (2011, 19 de 
septiembre).
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había sido sancionado en su primer gobierno 

y ahora de nuevo lo fue por irregularidades en 

seis contratos en el sector salud25. 

La lista la cierra Juan Francisco Gómez 

Cerchar, elegido para el periodo 2012-2015 

con el aval de Cambio Radical (que tras el es-

cándalo solicitó retirarle el aval cuando ya era 

muy tarde) y quien fue destituido e inhabilitado 

por 12 años por parte de la Procuraduría y se 

encuentra recluido en la cárcel La Picota de 

Bogotá. Este gobernador incurrió en irregula-

ridades en la contratación de la empresa que 

prestaría el servicio de seguridad y vigilancia 

privada y faltó al principio de transparencia 

pues se adjudicó cuando solo había una em-

presa licitando y estipulo un puntaje especial 

para las empresas que tuvieran su cede en 

Riohacha26. Este ex gobernador es señalado 

de sostener vínculos con jefes paramilitares 

y con la organización criminal de Marcos de 

Jesús Figueroa, alias “Marquitos”, conside-

rado el brazo armado de narcotra#cantes de 

la Guajira y del Cesar que ejercen violencia 

contra sectores sociales y competidores en 

la economía ilegal. Procesado por Homicidio. 

Su caso ha recibido un amplio despliegue y la 

prensa lo ha denominado de diversas formas, 

entre ellas “Un gobernador de miedo”. Un de-

lincuente gobernando a la Guajira27. 

En el departamento de Sucre la política 

también es manejada por clanes políticos con 

un alto predominio del Partido Liberal, y des-

de el 2000 se crearon otras pequeñas faccio-

nes que luego se agruparon en los partidos 

que se desagregaron del liberalismo, algunos 

fueron efímeros, como Colombia Democrá-

25 Procuraduría General de la nación, Boletín No 642, (2013, 15 

de agosto).

26 Procuraduría General de la Nación, Boletín No 252 (2014, 25 

de abril).

27 Sobre este tema en particular puede verse: Procuraduría Ge-

neral de la Nación, (2005, 9 de mayo)  (“Justicia atenazada”, 2009)  

(“Inaudito desfalco a…”, 2010) (“Los líos que …”, (2013)) (“El dos-

sier delictivo…”, 2013)  (“La crisis política…”, 2014).

tica, Viva Colombia, Convergencia Ciudada-

na, Movimiento Nacional Progresista; y otros 

se estabilizaron, el Partido Social de Unidad 

Nacional, Cambio Radical, Apertura Liberal y 

Opción Ciudadana (que antes se llamó Con-

vergencia Ciudadana y Partido de Integración 

Nacional, PIN). El clan político más antiguo, 

presente desde la creación del departamento 

en 1966, es el de los Guerra Tulena, y jun-

to a este, los García Romero, los Guerra de 

la Espriella y los Merlano, un nuevo clan que 

incursionó en la política a comienzos de la dé-

cada de 1990. En el Partido Conservador, por 

su condición minoritaria, no se posicionó un 

clan político, hasta mediados de la década de 

1990 este partido estuvo manejado por Car-

los Martínez Simahán y luego surgieron otra 

facciones, siempre minoritarias y que nunca 

han ganado la gobernación.

Cinco de los siete gobernadores han incu-

rrido en actos ilegales, se trata de políticos de 

negocios que en asocio con facciones y par-

tidos que operan como grupos por reparto y 

redes criminales (paramilitares o de contratis-

tas), se apropian de forma ilegal de una parte 

de los recursos públicos del departamento. 

Tres gobernadores tuvieron nexos con gru-

pos paramilitares y fueron condenados por 

la Corte Suprema de Justicia por delitos de 

concierto para delinquir y promoción de gru-

pos ilegales. En este caso se trata de los go-

bernadores Erik Julio Morris, elegido para el 

periodo 1998-2000 por el Partido Liberal28; 

de Salvador Arana, en el periodo 2001-2003, 

quien fue elegido por el Movimiento Nacio-

nal Progresista del Partido Liberal y cuyo go-

bierno se caracterizó por las irregularidades, 

desde el mismo proceso de elección hasta el 

manejo de los recursos del departamento: fue 

28 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, proceso 

26.118, 19 de diciembre de 2007, Procesado Eric Morris Taboada, 

Sentencia Condenatoria.
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objeto de dos destituciones y una sanción por 

parte de la Procuraduría General de la Nación 

y de dos condenas por la Corte Suprema de 

Justicia, que juntas suman casi medio siglo 

en la cárcel29; y Jorge Eliécer Anaya, elegido 

por este mismo movimiento para el periodo 

2004-2007, sobre el cual la CSJ determinó 

que hubo un concierto para delinquir con el 

senador Álvaro García Romero, varios dipu-

tados, concejales y alcaldes elegidos también 

en 2003 y la organización ilegal30.  La constan-

te de estos tres gobernadores es haber reci-

bido el impulso y respaldo del senador Álvaro 

García Romero y de sus socios políticos y 

armados, los grupos paramilitares. Como lo 

estableció la Corte Suprema de Justicia en 

sus sentencias, en estos casos se produjo un 

asocio de la legalidad con la ilegalidad para 

manejar al departamento, copar los espacios 

de poder y disponer de los recursos públicos 

de forma ilegal e indebida31. 

Otros dos gobernadores se han visto 

involucrados en casos controversiales. Jorge 

Carlos Barraza, quien dirigió al departamento 

entre 2008 y 2011,  aunque durante su go-

bierno no fue sancionado, cuando terminó se 

le habían iniciado 30 investigaciones, de las 

cuales 14 se habían cerrado. La más impor-

tante de estas es la relacionada con una obra 

de canalización de las que se presume exis-

ten irregularidades. En septiembre de 2013, la 

Procuraduría General de la Nación le formuló 

pliego de cargos por la obra conocida como 

“La Colomuto”: la rehabilitación ambiental y 

canalización de un arroyo. 

29 Procuraduría General de la Nación, Boletín No 439, octubre 
24 de 2007; Procuraduría General de la Nación, Boletín No 457 de 
2007 “Con multa fue sancionado ex gobernador de Sucre, Salva-
dor Arana”; Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
radicado No 32.672, diciembre 3 de 2009, Salvador Arana Sus.
30 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, proceso 
en única instancia No 31.943 de septiembre 9 de 2009.
31 Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Penal, proceso 
No 32.805, febrero 23 de 2010.

También Julio César Guerra Tulena, goberna-

dor del periodo 2012-2015, ha sido protago-

nista de varios debates con los sectores de 

oposición.  En enero de 2014 la Contraloría 

General pidió su suspensión por sobrecostos 

en una contratación, pero el gobernador pagó 

el valor de estos (más de 840 millones) y elu-

dió así la sanción solicitada por la Contraloría, 

aunque se cuestionó el procedimiento y el 

monto pagado que es mayor a los salarios 

del gobernador durante los cuatro años de 

mandato. En abril de 2014 fue sancionado 

disciplinariamente con suspensión de ocho 

meses por omitir sus funciones de control y 

vigilancia en el proceso para la entrega del 

contrato del chance a una cuestionada em-

presaria de apuestas (decisión que después 

debió reversar), pero en diciembre de 2014 

fue exonerado en fallo de segunda instancia32.

Finalmente, el caso del departamento de 

Bolívar presenta también rasgos  comunes a 

los demás departamentos. La política parti-

dista y el ejercicio del poder desde la gober-

nación está atravesada por la presencia de 

clanes políticos del Partido Liberal, desde el 

2003 reincorporados en los nuevos partidos 

escindidos de este, Cambio Radical y el Par-

tido Social de Unidad Nacional. El dominio lo 

han ejercido las familias Espinosa Faciolince, 

Turbay,  Benedetti, García Romero y, más re-

cientemente, la familia Berrío; en el Partido 

Conservador la familia Segovia, prolongada 

con la familia Montes, sus socios políticos, 

también la familia Raad Hernández. Del juego 

de alianzas y enfrentamientos y disputas entre 

familias políticas y sus socios y allegados de-

penden las candidaturas a la gobernación y el 

éxito que se pueda tener en la elección. 

La concepción patrimonial de las fami-

lias políticas, combinada con los modos de 

32 Procuraduría General de la Nación, Boletín No 926 (diciembre 
2 de 2014).
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obrar clientelar y el carácter de políticos de 

negocios de la dirigencia generan conductas 

orientadas a la apropiación de los recursos 

públicos y el manejo de los asuntos del de-

partamento eludiendo las normas o violándo-

las. Es uno de los departamentos con mayor 

número de gobernadores involucrados en ac-

tos de corrupción; de los ocho gobernadores 

elegidos tres fueron destituidos y cuatro fue-

ron sancionados.

El primer gobernador, Carlos Mendivil Cio-

daro, del Partido Liberal, fue sancionado por 

la Procuraduría por nombrar a un alcalde en-

cargado sin seguir la norma vigente que de-

bía pertenecer al mismo partido del destitui-

do, frente a las demás causas de sanciones y 

destituciones es una causa menor, aunque fue 

un desconocimiento de la ley para bene"ciar 

a un asociado político (“Pliego de cargos…”, 

1992). El segundo gobernador, Miguel Navas 

Meisel, del Partido Conservador, 1995-1997, 

fue sancionado por  peculado por aplicación 

o"cial diferente, la conducta sancionada se 

originó en la concesión de un contrato para 

la distribución y comercialización de licores. 

El siguiente gobernador fue Miguel Raad Her-

nández, del Partido Conservador y elegido por 

una coalición para el periodo 1998-2000, la 

Procuraduría lo suspendió por la "rma de un 

contrato con anticipos cuya obra no se reali-

zó, la gobernación le anticipó la mitad del valor 

del contrato y después de seis años la obra no 

se había ejecutado33. El gobernador había sido 

sancionado otras tres veces por lo cual fue ex-

cluido de la Universidad de Cartagena.

Después de tres gobernadores sanciona-

dos, el primero en ser destituido fue Luis Da-

niel Vargas, del Partido Liberal, 2001-2003 (su 

padre y su abuelo fueron también gobernado-

res designados). La Procuraduría  lo destituyó 

33 Procuraduría General de la Nación, radicación No 021-
67152/02, (2004, 1 de junio)

por irregularidades en contratos ejecutados en 

31 municipios del departamento y por no ejer-

cer vigilancia y control de los contratos: permi-

tió el pago de contratos que no se habían eje-

cutado, lo cual generó indebido crecimiento 

patrimonial de los contratistas. Con él fueron 

destituidos también el Secretario de Salud y 

la Coordinadora de la Unidad de Salud Públi-

ca34. Ya había sido sancionado con tres meses 

de suspensión el mismo año 2006, de nuevo 

por irregularidades en la contratación (contra-

tó un docente que estaba inhabilitado por ha-

ber sido destituido),35 y de nuevo en 2006 fue 

destituido por irregularidades en la licitación 

para adquirir textos escolares de educación 

básica primaria para instituciones del Depar-

tamento en el año 200236 (“Con"rman desti-

tutción de…”, 2014). Los dos gobernadores 

siguientes también fueron destituidos: Libardo 

Simancas Tórres, del Partido Liberal, 2004-

2007, quien suscribió seis contratos con una 

fundación y con una cooperativa para proveer 

de mercados, elementos de aseo y medica-

mentos a la población afectada sin cumplir 

requisitos legales, y en el 2012 fue condena-

do por la Corte Suprema por sus nexos con 

grupos paramilitares; y Joaco Hernando Be-

rrío Villareal, de Cambio Radical, 2008-2011, 

que fue destituido e inhabilitado por 18 años 

por el Ministerio Público por actos irregulares 

en unos contratos de servicios de salud para 

población vulnerable, antes había sido san-

cionado con suspensión del cargo durante 

seis meses. Finalmente, Alberto Bernal, elegi-

do por el Partido Social de Unidad Nacional 

para el periodo 2012-2014, fue sancionado 

por declarar insubsistente a un funcionario de 

34 Procuraduría General de la Nación, Boletín No 343, (2006, 23 
de septiembre)
35 Procuraduría General de la Nación, Boletín No 243, (2006, 7 de 
julio)
36 “Con"rman destitución del ex gobernador de Bolívar” (El Uni-
versal, 2014, 10 de febrero)
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carrera y ocasionar detrimento patrimonial al 

departamento. También fueron sancionados 

otros funcionarios, el Secretario de Hacienda 

y el gobernador encargado temporalmente37 

(“Suspendido el gobernador…”, 1994).  

A manera de cierre: corrupción 

extendida en modalidades diversas

En Colombia la descentralización política, ad-

ministrativa y #scal iniciada con los municipios 

y después extendida y articulada también a 

los departamentos, generó una gran expec-

tativa sobre la redistribución territorial del 

poder, la democratización de la vida local, el 

redimensionamiento de la gestión pública, la 

mayor participación de los ciudadanos en las 

decisiones y una mayor e#ciencia y e#cacia en 

el manejo de los recursos públicos. Entre las 

expectativas y la realidad hay un gran trecho, 

hay una gran distancia entre lo que se espera 

de la descentralización y sus resultados.

Este artículo ha analizado la corrupción 

entre los gobernadores en los departamen-

tos de la región Atlántica en el periodo 1992-

2014, a partir de la tesis de que los efectos 

de descentralización política depende no solo 

del contenido de su implementación (el cam-

bio institucional), sino también del contexto 

en que este se realice. Los resultados indican 

que la implementación de la descentralización 

en algunas regiones en Colombia, en este 

caso en la región Caribe o Atlántica, recayó 

sobre estructuras de poder local y regional 

manejadas por clanes políticos, por políticos 

de negocios, por facciones y partidos cuyo 

propósito en el manejo de los asuntos públi-

37 Veáse también los textos periodisticos  (“El enigma de la gata”, 

2004) (“Tres miembros del…”, 2008) (“Se entregó a la…”, 2009) 

(“Procuraduría suspende…”, 2009) Y los textos institucionales 

Procuraduría General de la Nación, Boletín No 343, (2006, 23 de 

septiembre) Procuraduría General de la Nación, Boletín No 847 

(2014, 10 de noviembre). 

cos es la apropiación privada de los recursos 

y poner a su servicio, de sus allegados y fami-

liares, la administración departamental. 

En casos especí#cos y en un subperiodo 

que corresponde a los años 1997-2005, es-

tos clanes y otros dirigentes políticos asocia-

dos a ellos establecieron vínculos con grupos 

criminales paramilitares para acceder a la go-

bernación, para mantener su poder político y 

manejar los recursos de los departamentos 

en su ben#cio particular.

Seis de cada 10 gobernadores han resul-

tado involucrados en actos de corrupción. 

No se trata de casos aislados, sino de una 

tendencia predominante: la gestión pública 

departamental no está puesta al servicio de 

los ciudadanos, se constituye en un recurso 

privado para la dirigencia política. Reiterados 

casos de contratación ilegal, manipulación en 

las licitaciones, convenios interadministrativos 

para eludir las licitaciones, fraccionar contratos 

y bene#ciar al mayor número de contratistas 

aliados, son los más frecuentes motivos de 

las sanciones y destituciones. También hay 

nombramientos irregulares, designación de 

alcaldes encargados violando las normas, 

compras de bienes y servicios irregulares para 

bene#ciar a los contratistas. De los vínculos de 

gobernadores o ex gobernadores con grupos 

paramilitares resultaron los constreñimientos a 

los electores, el manejo de las rentas públicas 

para favorecer a sus empresas ilegales, inver-

siones focalizadas en sus zonas de in'uencia, 

desvirtuamiento de la competencia política y 

de la democracia local, coacción a los oposi-

tores, fraude y manipulación electoral. También 

han sido protagonistas los empresarios lega-

les, pero cuestionados por sus posibles víncu-

los con actores ilegales y por ser #nanciadores 

de campañas electorales, que  después verán 

retribuidas con contratos, como las empresas 

de apuestas y de juegos de azar.
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De los siete departamentos resalta el caso 

de Atlántico, departamento en el cual el pre-

dominio de familias políticas, de los modos 

de obrar clientelar y la presencia de actores 

armados ilegales no se han re!ejado en las 

administraciones departamentales. Ningún 

gobernador ha sido destituido, lo cual resulta 

ser una novedad escasa en el país. En este 

hecho ha incidido que en tres ocasiones la 

gobernación fue ejercida por dirigentes políti-

cos de proyección nacional ajenos a algunas 

prácticas de la política local, una alta rotación 

partidista en la gobernación y débiles víncu-

los entre la dirigencia política y los grupos 

paramilitares, menores que en los otros seis 

departamentos.
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